
FACTURACIÓN ELECTRÓNICA. LA OBLIGACIÓN QUE VIENE. 

El artículo 12 de la Ley 18/2022 viene a disponer: 

“Artículo 12. Modificación de la Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de Medidas de 
Impulso de la Sociedad de la Información. 

Se modifica el artículo 2 bis de la Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de Medidas de 
Impulso de la Sociedad de la Información, que queda redactado como sigue: 

«Artículo 2 bis. Factura electrónica en el sector privado. 

A efectos de lo dispuesto en esta ley: 

1. Todos los empresarios y profesionales deberán expedir, remitir y recibir
facturas electrónicas en sus relaciones comerciales con otros empresarios y
profesionales. El destinatario y el emisor de las facturas electrónicas deberán
proporcionar información sobre los estados de la factura.

(…)” 

En cuanto a la entrada en vigor de esta modificación, debemos acudir a lo dispuesto 
en la Disposición final Octava de la citada Ley: 

“La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado», a excepción del capítulo V que entrará en vigor a partir del 10 de 
noviembre de 2022 y del artículo 12, relativo a la facturación electrónica entre 
empresarios y profesionales, que producirá efectos, para los empresarios y 
profesionales cuya facturación anual sea superior a ocho millones de euros, al 
año de aprobarse el desarrollo reglamentario. Para el resto de los empresarios y 
profesionales, este artículo producirá efectos a los dos años de aprobarse el 
desarrollo reglamentario. La entrada en vigor del artículo 12 está supeditada a la 
obtención de la excepción comunitaria a los artículos 218 y 232 de la Directiva 
2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común 
del impuesto sobre el valor añadido.” 

Por tanto, en relación con la obligación de facturación electrónica recogida en el 
artículo 12 de la Ley 18/2022, llegamos a las siguientes conclusiones: 

- para los empresarios y profesionales cuya facturación anual sea superior a 8 mm €,
dicha obligación será efectiva al año de aprobarse el desarrollo reglamentario.

- para el resto de los empresarios y profesionales, este artículo producirá efectos a los
dos años de aprobarse el desarrollo reglamentario.

- en cualquier caso, la entrada en vigor del artículo 12 está supeditada a la obtención
de la excepción comunitaria a los artículos 218 y 232 de la Directiva 2006/112/CE.

Por tanto, será la publicación del desarrollo reglamentario, más allá de la obtención de 
la excepción indicada, la que marque el calendario de implantación de la obligación. 

En cuanto al desarrollo reglamentario indicado, se encuentra en fase de Audiencia e 
información pública el Proyecto de Real Decreto por el que se desarrolla la ley 18/2022 
de creación y crecimiento de empresas en lo referido a la factura electrónica entre 
empresas y profesionales, hasta el 10 de julio de 2023. 



 
En este sentido, con la prudencia que ha de mantenerse cuando la norma no se ha 
publicado y, más aún, se encuentra en fase de información pública, le reseñamos los 
artículos más importantes relativos a la cuestión planteada: 
 
“Artículo 3. Ámbito de aplicación subjetivo. 
 
1. Los empresarios y profesionales que, de conformidad con el Real Decreto 
1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el que se 
regulan las obligaciones de facturación, estén obligados a expedir y entregar 
factura por las operaciones que realicen en el desarrollo de su actividad 
empresarial o profesional, deberán hacerlo en formato electrónico cuando el 
destinatario de la operación sea un empresario o profesional. 
 
2. Esta obligación no será aplicable cuando una de las dos partes de la operación no 
tenga en el territorio español la sede de su actividad económica, o no tenga en el 
mismo un establecimiento permanente al que se dirija la facturación o, en su defecto, 
el lugar de su domicilio o residencia habitual. 
 
Artículo 4. Excepciones a la obligación de factura electrónica 
 
1.Se exceptúan de la obligación de expedir, transmitir y entregar factura en 
formato electrónico las siguientes operaciones: 
 
a) Las que se documenten a través de facturas simplificadas emitidas al amparo de lo 
establecido en el artículo 4 del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de 
facturación, aprobado por el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, a menos 
que se trate de facturas simplificadas cualificadas a las que se refiere el artículo 7.2 de 
ese mismo Reglamento. 
 
b) Las que se expidan voluntariamente sin que exista obligación de hacerlo de acuerdo 
con el Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por 
el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre. 
 
c) Otras excepciones que temporal o definitivamente puedan establecerse por orden 
de la persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital en 
atención al buen funcionamiento económico del sector concernido. 
 
2. Asimismo, se deberá expedir factura en formato electrónico cuando las partes de la 
operación hayan optado por el cumplimiento material de la obligación de expedir 
factura a través de los destinatarios de la operación o por terceros. En estos casos, 
con independencia de quién sea el tercero, el empresario, profesional o sujeto pasivo 
obligado a la expedición de la factura será el responsable del cumplimiento de todas 
las obligaciones establecidas en este real decreto. 
 
Artículo 5. Sistema español de factura electrónica 
 
1. El sistema español de factura electrónica estará compuesto por el conjunto de 
plataformas de intercambio de facturas electrónicas de carácter privado que cumplan 
con los requisitos establecidos en este real decreto y por la solución pública de 
facturación electrónica, que cumplirá además la función de repositorio de facturas, y 
que será gestionada por la Agencia Estatal de Administración Tributaria. 
 
2. Las empresas y los profesionales estarán obligados a emitir y transmitir las 
facturas electrónicas, en los términos previstos en el artículo 8 bis del 



Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por 
el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, a sus clientes empresarios y 
profesionales y a recibirlas de sus proveedores a través de alguna de las vías 
que forman parte del sistema español de factura electrónica señaladas en el 
apartado anterior. 
 
3. Independientemente de la vía por la que se haga llegar la factura electrónica al 
cliente, todos los emisores de factura electrónica que no utilicen para la 
facturación la solución pública de facturación electrónica, estarán obligados a 
remitir una copia fiel de cada factura en la sintaxis Facturae a la citada solución 
pública, que contenga los requisitos mínimos obligatorios definidos en el 
artículo 6, o en su caso 7.2, del Real Decreto 1619/2012, por el que se aprueba el 
Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación. 
 
4. Las empresas y profesionales que reciban sus facturas electrónicas, total o 
parcialmente, a través de una plataforma de intercambio de facturas electrónicas 
privadas, deberán hacer público su punto de entrada de facturas electrónicas en todas 
sus comunicaciones con otras empresas y profesionales y, en su caso, en su página 
web. En caso de que las empresas y profesionales no hayan identificado aún su punto 
de entrada de facturas electrónicas, se entenderá que su punto de entrada es la 
solución pública de facturación electrónica a la que se refiere el artículo 9 de este real 
decreto. 
 
5. Se entenderá que optan por la solución pública de facturación electrónica las 
empresas y profesionales que no opten expresamente por recibir sus facturas 
electrónicas a través de una plataforma de intercambio de facturas electrónicas 
privadas” 
 
En este punto, siempre teniendo presente que se trata una norma todavía no en vigor 
ni publicada, en principio la obligación de facturación electrónica no afectaría a las 
operaciones que no fuera B2B, es decir, a aquellas operaciones en las que el 
destinatario fuera un consumidor o particular.  
 

Salvo mejor opinión 


